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			1. Bolivia: del Estado neoliberal al Estado plurinacional


			Dra. María Susana Bonetto1


			Introducción


			La construcción de la democracia y la ciudadanía continúa siendo un tema central en Latinoamérica, ya desde el inicio de la década del ochenta, cuando comienzan a instaurarse gobiernos democráticos en la región.


			En el presente, luego del fracaso y las críticas formuladas por vastos sectores sociales a los programas neoliberales de la década de los noventa, surgen nuevos proyectos políticos regionales post-neoliberales que presentan propuestas innovadoras de articulación entre lo político y lo social.


			En ese marco, quizás la experiencia que más interés suscita es la de Bolivia, que se inicia institucionalmente con el triunfo del Movimiento Al Socialismo-Instrumento Político por la Soberanía de los Pueblos (MAS-IPSP), liderado por el dirigente campesino-cocalero Evo Morales Ayma. En la elecciones celebradas el 18 de Diciembre de 2005, se produce un triunfo inédito del MAS, ya que los resultados electorales son sin duda históricos: 53,7% de los votos y 25 puntos de diferencia sobre el candidato de la derecha, Jorge Quiroga, de Poder Democrático y Social.


			Así, Evo Morales Ayma, ex dirigente cocalero, expulsado previamente de su cargo de diputado en el Congreso; y un ex guerrillero y reconocido intelectual, Álvaro García Linera, ocupan la presidencia y vicepresidencia del país y logran por primera vez, desde la recuperación de la democracia en 1982, llegar al gobierno con la sola fuerza del voto popular, sin acudir a pactos o alianzas en el Parlamento.


			El MAS no representa a la antigua izquierda criolla partidista y con sindicatos de raíz marxista del pasado, sino a un conjunto de movimientos sociales y sindicales con ritmos, culturas políticas y objetivos no siempre fáciles de articular, con fronteras ideológicas amplias, que vinculan referencias nacionalistas revolucionarias2 con implicancias anti-imperialistas y con un componente étnico-cultural, previamente ausente en la izquierda clásica.


			En ese marco puede comprenderse la simbología de los tres actos de asunción del presidente. El primero fue el juramento indígena en Tiwanaku, el centro de uno de los imperios más antiguos del continente, lugar prohibido por siglos; allí, «el Evo» vistió el manto religioso andino que perteneció al período imperial tiwanacota y, sepultando una historia boliviana cargada de desprecio y discriminación hacia los indígenas, sostuvo: «sólo con la fuerza del pueblo vamos a acabar con el Estado colonial y con el neoliberalismo»(…). «Vamos a seguir las luchas de Tupac Katari y las tareas que dejó el Che las vamos a llevar adelante nosotros». 


			En un escenario poblado por miles y miles de mallkus (jefes comunales aymaras) parecía hacerse realidad la promesa «volveré y seré millones» de Tupac Katari, cruelmente muerto luego de haberse rebelado al dominio español en 1780.


			Luego, en la jura institucional en el Congreso, Morales lo hizo con el puño izquierdo en alto y la mano en el corazón, fundando una nueva república boliviana que dejaría atrás la de 1825, cuando Bolivia se independizó sin incorporar a los indígenas a los derechos de ciudadanía.


			Finalmente, el compromiso de «mandar obedeciendo» lo hizo ante el pueblo en la histórica Plaza de San Francisco, donde en 1952 desfilaron los mineros armados y en la cual hace cincuenta años no podían caminar los indígenas. La emoción se extendió a todos ellos cuando «el hermano presidente» pronunció parte de su discurso en aymara y saludó en quechua a los representantes extranjeros.


			Es imposible simplificar este proceso en el que se combinan indianismo, nacionalismo y marxismo, cuyas relaciones son contingentes, habiendo quedado el último más relegado en comparación a las otras fuentes ideológicas. Así el sujeto político del MAS no es sólo la clase sino el pueblo, como equivalencia de las demandas de los excluidos que se oponen a la oligarquía hegemónica por siglos. En lo económico, el núcleo duro de su discurso es el rechazo al neoliberalismo y una propuesta de recuperación del control estatal de los recursos naturales y los servicios públicos, articulando, en términos más generales, una descolonización del poder y una renacionalización de la economía. En el presente, quienes están construyendo el nuevo Estado plurinacional sostienen que éste se ha convertido en instrumento de la sociedad; así, la perspectiva social de la economía implica fundamentalmente el objetivo de satisfacción de las necesidades. El Estado, según la propuesta fundacional del MAS, administra los recursos naturales que son propiedad del pueblo boliviano y los destina a satisfacer sus necesidades. Participa en su industrialización con el objeto de superar la dependencia en la exportación de materias primas y lograr una economía de base productiva en el marco de un desarrollo sostenible, en armonía con la naturaleza. Según Raúl Prada, el Estado respeta la iniciativa empresarial y la seguridad jurídica, pero fomenta y promociona el área comunitaria de la economía como alternativa solidaria, tanto en el ámbito rural como en el urbano. 


			Este proceso, al igual que otros que se producen en la región, parece poner a prueba las categorías teóricas tradicionales de las Ciencias Sociales, así como las cajas de herramientas conceptuales habituales. Coincidimos con Boaventura de Souza Santos cuando entiende que hay que aprender del Sur: «En los últimos 30 años las grandes prácticas transformadoras vienen del Sur. Es decir tenemos teorías producidas desde el Norte y prácticas transformadoras producidas desde el Sur que no se comunican».3 Así se abren múltiples interrogantes, una turbulencia de conceptos que requiere otras perspectivas, otros enfoques que habiliten pensar la alteridad, la otredad y la diversidad de resistencias a la dominación, que se están generando en la región.


			Estas nuevas realidades requieren de urgentes discusiones orientadas a dilucidar desde qué lugar es posible explicar esta diversidad, en qué medida ésta requiere la apertura a otros saberes y otras formas de conocimiento, cuestión necesaria porque no se trata de un mera discusión epistemológica-teórica sino que «está en juego el destino de poblaciones, pueblos naciones y sociedades que ponen en expectativas sus esperanzas y su entusiasmo en las posibilidades de cambio echadas a andar».4 


			Pretendemos introducir algunas reflexiones que permitan analizar el proceso desde una mirada no eurocéntrica. Así, es posible generar reflexiones críticas sobre los modos y lógicas en la producción del conocimiento que ponen en discusión «la eficacia del pensamiento científico moderno, especialmente en sus descripciones tecnocráticas hoy hegemónicas».5 Esto es así porque los modos en que conocemos lo social están impregnados de diferentes concepciones del mundo. Por ello cabe imaginarse un «nosotros latinoamericano» para pensar el mundo.6 Se interpela así la imposición, en todo proceso social, de las leyes inexorables del progreso y el desarrollo de la sociedad emergente en la modernidad occidental europea como paradigma a seguir por toda construcción social. Por ello se afronta el desafío de pensar en Latinoamérica a partir de la mirada de los que reivindican su dignidad y sus identidades culturales desde perspectivas teóricas críticas, y alternativas a la hegemonía del centro.


			No resulta por ello posible, con seriedad y rigor intelectual, dar una rápida respuesta a los nuevos procesos emergentes. Por eso, en este trabajo se intenta dar cuenta del proceso desde la interpretación de algunos de sus protagonistas,7 para analizarlos según el significado otorgado por quienes participan en su construcción, y colaborar con un debate alejado de los marcos eurocéntricos tradicionales.


			Hacia la construcción del Estado Plurinacional


			García Linera, en su artículo «Del Estado neoliberal al Estado plurinacional, autonómico y productivo» propone algunos ejes conceptuales para analizar la crisis del Estado neoliberal boliviano y su tránsito al actual Estado plurinacional. Hace referencia a un primer momento de develamiento de la crisis, en segundo término sostiene la existencia de un empate catastrófico, en tercer lugar postula la sustitución de bloques sociales y finalmente se refiere al punto de bifurcación. 


			El primer eje es aquel en el que las ideas dominantes de la sociedad no son creíbles y comienzan a ser cuestionadas por sectores aún minoritarios que impugnan el orden existente. Podemos decir que esta crisis del Estado es más que una crisis de gobierno, es el derrumbe de las ideas dominantes de una sociedad.


			Este primer momento se produce entre el 2000 y el 2003 en Bolivia, cuando, frente al derrumbe del neoliberalismo, emergen ideas movilizadoras, aunque todavía no dominantes, tales como la igualdad entre indígenas y mestizos, la idea de renacionalización de los recursos naturales, y se recupera la ancestral autonomía política de las comunidades.


			El neoliberalismo se instaló en Bolivia desde 1985, cuando el presidente Víctor Paz Estenssoro sepultó los vestigios de la Revolución de 1952 que él mismo encabezó, e instaló un proyecto basado en el ajuste fiscal, la privatización de las empresas públicas, la desregulación de los mercados y la apertura externa de la economía, receta similar a la aplicada a otros países latinoamericanos. Sobre todo, se rechazan las privatizaciones de empresas de explotación de recursos naturales, que produjeron efectos negativos y déficit fiscal, con acrecentamiento de la deuda externa, con imposiciones cada vez más recurrentes de políticas públicas restrictivas que afectaron principalmente a los sectores más empobrecidos. En ese marco, se genera la posterior derrota de la poderosa Central Obrera Boliviana (COB) que se desmoronó en 1986 con la crisis minera que obligó a muchos de ellos a migrar a las ciudades y a otros a reconvertirse en campesinos cultivadores de coca, especialmente en el Chapere, en el trópico de Cochabamba.


			Luego, el gobierno de Gonzalo Sánchez de Losada (1993-1997) profundizó el neoliberalismo aunque intentó presentar una fachada más atrayente incorporando el discurso de la multiculturalidad y la descentralización político-administrativa del Estado boliviano.


			Con la profundización del modelo, las tradiciones de resistencia, características de los movimientos populares bolivianos, se renovaron e iniciaron el protagonismo de las organizaciones campesinas e indígenas, rurales y urbanas. Primero, en abril del 2000, fue la guerra del agua en Cochabamba contra el aumento de tarifas, que concluye con la primera expulsión, en el mundo, de una empresa transnacional ―La Bechtel Corporation―, por una movilización popular. Luego, entre 2000 y 2001, siguió un ciclo de bloqueos aymaras, liderados por Felipe Quispe, que revitalizaron las estructuras comunales y el discurso étnico indígena, heredero del anterior indianismo Katarista.


			La trascendencia de las movilizaciones indígenas desde el 2000 al 2001 debe ser destacada, ya que éstas logran obturar la imposición coercitiva del Estado para frenar esos movimientos, en tanto que ni el ejército ni la policía pudieron retomar el control de las carreteras y los espacios territoriales copados por las fuerzas indígenas. Se destacan también los cercos a las ciudades de La Paz y Sucre de los años 2001, 2003 y 2005, la realización, en el año 2002, de «La Marcha por la Asamblea Constituyente, por la Soberanía popular y los recursos naturales», en la que los pueblos originarios de Tierras Bajas (anteriormente sin relevante protagonismo político) plantearon la necesidad de una reforma estatal profunda a través de una Asamblea Constituyente. Finalmente, debe nombrarse la guerra del gas, en la que, a partir de la carencia de garrafas para los sectores populares, se impone la negativa de exportación de gas a Chile.


			Así entonces, desde el 2000 al 2005 la multiplicidad de movilizaciones de diversos movimientos refleja la participación de los sectores populares, campesinos e indígenas, a partir de la unión y solidaridad de diferentes sectores sociales que permitieron la posibilidad de constituirse en un instrumento de canalización de decisiones colectivas, sólo posible a partir de un ejercicio de diálogo horizontal.


			En este contexto, frente a las tradicionales prácticas del Estado boliviano emerge toda una diversidad étnico-cultural desplegada de manera auto-organizada, a nivel de la sociedad, sobre todo en el marco de la asamblea de los pueblos indígenas y de otros espacios de poder excluidos por el Estado. Por ello, resulta pertinente destacar la importancia del movimiento indígena que no sólo cuestiona los efectos destructivos del programa neoliberal, sino que plantea en la escena pública la voluntad descolonizadora de un movimiento que interpela la exclusión impuesta por el Estado colonialista y demanda un cambio estructural. En otras palabras, considerar al movimiento indígena en su extraordinaria relevancia transformadora resulta importante para comprender la construcción del Estado Plurinacional. 


			Estas interpelaciones críticas al modelo existente tienen una importante dimensión política, en tanto cuestionan un conjunto de exclusiones que no se pueden gestionar en el orden existente y requieren, para su respuesta, una trasformación radical de las estructuras tradicionales, que se vieron acrecentadas por la expansión del sindicalismo campesino y la emergencia de la Central Sindical Única de Trabajadores campesinos de Bolivia (CSUTCB), así como la presencia organizada de los campesinos cocaleros.


			También debe destacarse, como ejemplo de la fuerza y capacidad política de este movimiento, que se produjeron ocho grandes asambleas de pueblos indígenas, las cuales se unificaron en centrales entre la que se destaca la Confederación de Pueblos indígenas del Oriente Boliviano (CIDOB).


			Estas nuevas tendencias implican un proceso de unificación al interior de cada pueblo, un proceso de articulación interétnica y un proceso de organización para tener presencia en la sociedad e interactuar con el gobierno. Hay que destacar, coincidiendo con los aportes de Tapia en su libro Lo político y lo democrático, que los procesos de organización y movilización que se han dado en el mundo agrario, aunque de diversas formas, fueron los que cambiaron la relación Estado-Sociedad Civil e incluso la recomposición del Estado, que ha producido fuertes cuestionamientos al modelo neoliberal, ya que es en los ámbitos agrarios en donde menos recepción ha tenido este discurso. 


			En ese marco, García Linera habla de un empate catastrófico que se produce entre 2003 y 2005. Este concepto, tomado de Gramsci, se refiere al conflicto social que se genera cuando dos bloques se enfrentan por el liderazgo intelectual, moral y político y ambos tienen fuerza de movilización social y la capacidad de irradiar territorialmente esa fuerza.


			A medida que las protestas se generalizan y radicalizan y la represión se hace más fuerte, ya se exige la renuncia de Sánchez de Lozada y la Convocatoria de una Asamblea Constituyente. La crisis de representación y de legitimidad de los partidos tradicionales y los gobiernos de turno es tan aguda que Sánchez de Losada debe renunciar y le sucede su vice-presidente Carlos Mesa (2003), pero luego de un nuevo ciclo de movilizaciones, a mediados del 2005 se produce una nueva sucesión presidencial, la de Rodríguez Veltzé (presidente de la Suprema Corte de Justicia), quien debe llamar a elecciones.


			A partir de todas esas luchas y movilizaciones, reflexiona García Linera, se consolida un bloque de poder con capacidad de movilización no solamente regional sino nacional, portador de un proyecto con capacidad de irradiación. En ese marco se consolida un conjunto de discursos que van a constituir el eje central de la nueva propuesta: la descolonización del Estado, la autorepresentación indígena popular y la nacionalización de los recursos naturales.


			Así también entiende que la lucha de esos movimientos vinculados al MAS; por primera vez en 180 años, y en el afán de recuperar la herencia de las luchas pasadas, el movimiento indígena y campesino no sólo resiste las políticas neoliberales sino que se propone la construcción y toma del poder y se plantea asumir la transformación del Estado. Esto se refleja en la capacidad de poder político obtenida que permite, en el transcurso de diez años, que el Instrumento Político por la Soberanía de los Pueblos, articulado al MAS, tenga una marcha imparable: inicialmente se conquistaron cuatro municipios, y en el 2004 se llegó a tener ciento veinte alcaldías. En el ámbito parlamentario, se pasó de tener cuatro diputados a ochenta y cinco en el 2005.


			En diciembre de ese año, con el triunfo del MAS, se impone un nuevo proyecto de sociedad, y alcanza ya la fase de sustitución o transformación del bloque de poder, aunque no implica su consolidación, sino que puede afianzarse o tener una permanencia sólo temporal.


			En esta etapa cabe destacar que en el gobierno del MAS, si bien hay un fuerte liderazgo de Evo Morales, su realización se trata de un hecho colectivo que reúne diversos componentes. En primer término, es una estrategia de lucha por el poder fundada en los movimientos sociales, lo cual implica una innovación a lo realizado en gran parte de la historia de los cambios políticos a nivel continental y mundial, pues no se trata de una elite de vanguardia acompañada de movilizaciones colectivas, sino que se plantea el acceso a los niveles de decisiones del Estado por parte de los movimientos sociales. Éste es, especialmente, el caso del movimiento indígena, que no busca una representación fundada en la delegación, sino que se procura la auto-representación. No es tampoco una estrategia resultante de una aplicación teórica sino que se va implementando la emancipación según las tradiciones y en la práctica.


			Por ello, un componente central es el discurso de la identidad y la presencia indígena. Esta reconstrucción de la identidad indianista en la que participa el MAS coincide con un develamiento general que se da en la sociedad boliviana en los últimos veinte años, sin embargo, esta posibilidad no está exenta de problemas y conflictos. 


			En este contexto y si bien ha participado en las luchas que los anteceden, la identidad indianista del MAS y Evo Morales es flexible, se aleja del indianismo radical, y por ello puede convocar a sectores más amplios, abrirse a los mestizos y a los blancos que adhieren al nuevo proyecto, aunque el núcleo de lo social sea lo indígena, en una nación intercultural que resalta «la unidad en la diversidad».


			El MAS representa el despertar de los sujetos subalternos, y en ese marco, dialoga con la antigua izquierda, pero la subordina al proyecto indianista. Su componente anti-imperialista surge de la praxis de resistencia de los sindicatos cocaleros en los ochenta y en los noventa, y también de la nueva coordinadora, Instrumento Para la Soberanía de los Pueblos (IPSP) de los sindicatos campesinos, que asimilan simbolismos de la vieja COB, pero sobre todo nace de los movimientos indígenas, con un proyecto de autorepresentación que hace foco en la auto-organización y la movilización.


			En síntesis, y continuando con los aportes de García Línera, podemos decir que a partir de la articulación del indianismo, de lo nacional popular, del sindicalismo y del marxismo, Evo Morales logró llevar al MAS al poder y desde allí planteó la construcción de un nuevo modelo post-neoliberal, tal vez el más serio y reconocido en Latinoamérica.


			Algunas de las cuestiones que pueden detectarse como los balances más importantes del primer gobierno del MAS son, en primer lugar, el constante vínculo que el gobierno ha mantenido con los sindicatos y movimientos sociales a los cuales consulta permanentemente y rinde cuenta de los actos de gobierno, en una versión boliviana del «mandar obedeciendo».


			También cabe destacar, en este sentido, la nacionalización de los hidrocarburos por el decreto 2870, que restituye al Estado la posesión y control del gas y el petróleo, medida que expresa la base de su modelo económico y el papel del Estado.


			Y finalmente, en un proceso no exento de dificultades, se efectiviza la sanción de la nueva Constitución de Bolivia, producto del extenso y complejo proceso de la Asamblea constituyente. No podemos ignorar las voces críticas sobre este proceso, como la de Tapia, quien en su libro Lo político y lo democrático entiende que el diseño que se propuso no respondió a las necesidades y al grado de complejidad de la historia política de Bolivia ya que no estuvo presente la diversidad de formas de auto-organización y de representación que demandaba tener voz propia en el momento constituyente. De todas maneras, aún con sus cuestionamientos, el momento constituyente permitiría decir que ya inicia, aunque no exento de incertidumbres, el punto de bifurcación.


			Para comprender esta nueva etapa es preciso profundizar en la memoria para dar cuenta de las razones históricas más profundas que permitieron la emergencia de este proceso, cómo se les dio respuesta en esta etapa de sustitución de bloques sociales y finalmente el inicio, tal vez, del punto de bifurcación.


			Luego del análisis de las luchas y resistencias que modificaron las estructuras y los bloques de poder establecidos, queda clara la profunda y crónica crisis de representación existente en Bolivia desde sus orígenes como República independiente, en la medida que los partidos, que en su casi totalidad adherían a un institucionalismo liberal, no representaban a la mayoría de la sociedad ni a los pueblos y culturas mayoritarias.


			En este contexto, estas últimas situaciones de resistencia agravaron lo que Tapia demomina «crisis de correspondencia», existente durante siglos entre el Estado boliviano, su estructura de poder y el contenido de sus políticas, y el tipo de diversidad cultural y política desplegada de manera autoorganizada, sobre todo en los últimos tiempos, a nivel de las comunidades y de la asamblea de los pueblos indígenas. Esta carencia se da también con otros espacios de poder político excluidos por el Estado boliviano, en razón de su colonialismo interno y su historia liberal, ajena a estas visiones y protagonistas.


			Esta no correspondencia mencionada tiene, según Tapia, dos componentes: el primero entre población y diversidad cultural con los sujetos gobernantes, cuestión en gran medida superada tempranamente con el acceso del MAS al poder, ya que esos movimientos no sólo ocupan cargos en el Ejecutivo sino que hoy son la mayoría en el Parlamento, así como lo fueron en la Asamblea Constituyente.


			El segundo componente hace referencia a la distancia entre las instituciones políticas estatales y la diversidad de matrices político-culturales en el país. Es relevante destacar que requiere, para su efectivización, cambios institucionales producidos a nivel constitucional como un paso necesario para iniciar la superación permanente de la no correspondencia. Y eso implicó la sanción de una Constitución que excede los marcos del paradigma liberal, aunque su efectivo cumplimiento todavía está pendiente en su aplicación.


			Así, la posibilidad de superación de la no correspondencia institucional requirió la transformación del Estado mono-organizativo colonial-liberal vigente hasta la reforma, a un Estado plurinacional que incluye a los sectores excluidos y marginados.


			Como sostiene García Linera, todo Estado, aunque reivindique derechos universales, tiene una cualidad étnica; así, el boliviano premiaba un solo idioma y una sola nacionalidad. Por lo tanto, en los últimos procesos no se trató de etnizar al Estado, porque éste ya estaba a favor de la etnia y la cultura dominante minoritaria. El Estado plurinacional, por el contrario, propone una desmonopolización de su etnicidad, mediante una igualación de derechos políticos y culturales de todas las etnias y culturas de Bolivia. Esto es así porque, al decir de Tapia, en ese país hay diferentes naciones o regímenes civilizatorios que, según Zavaleta, constituyen «lo abigarrado» que se resume como la coexistencia de varios modos de producción, de varios tiempos históricos y sistemas políticos que pueden ser reunidos como civilizaciones.


			Tomando la clasificación de García Linera, podemos decir que una primera forma civilizatoria (la minoritaria pero con mayor poder) se refiere a personas que tienen una racionalidad individual práctica, eminentemente mercantil y acumulativa. Por otra parte esta forma civilizatoria ha atravesado procesos de individuación y desarraigo comunitario, con una participación dominante o subordinada en actividades como la minería, manufactura industrial, banca, comercio, servicios públicos, transporte e intercambio mercantil de productos, bienes y fuerza de trabajo.


			El segundo grupo es el de aquellos cuya cultura y economía están organizados en torno a la actividad mercantil simple, de tipo doméstico artesanal o campesino. Poseen una racionalidad gremial y un régimen de instituciones políticas, articulados a una coalición normada de pequeños propietarios mercantiles.


			En tercer lugar, se encuentra la civilización comunal, vinculada a la gestión de la tierra familiar y comunal, con una fusión entre actividad económica y política, con sus propias instituciones y autoridades políticas que privilegian la acción normativa sobre la electiva, y en la que su subjetividad es un producto de la colectividad y su historia.


			 Por último, la civilización amazónica basada en el carácter itinerante de su actividad productiva, su laboriosidad individual y la ausencia de idea de Estado. Según el autor, las dos terceras partes de los habitantes de Bolivia estarían en las tres últimas franjas.


			Sin embargo, a pesar de esta diversidad y de estas tradiciones mayoritarias, las instituciones con las que se ha constituido la vida estatal en Bolivia están vinculadas a las prácticas, normas y procedimientos liberales. Así, a partir de su constitución como República en 1825, sólo se habían instaurado instituciones y disposiciones políticas liberales; en ese marco la mayoría de la población, portadora de otras identidades, otros hábitos y otras prácticas, resultantes de sus propias tradiciones y estructuras económicas, quedaba fuera de esos marcos normativos y procedimentales.


			Esto es así porque en ese vasto sector de la población se da el predominio de las identidades colectivas por sobre las individuales, la deliberación por sobre la elección, la despersonalización del poder, su revocabilidad y la rotación de funciones que son prácticas diferentes de las liberales y de la representación partidaria. También están presentes el comunitarismo y asambleísmo consensual, la rotación de cargos y los hábitos normativos que emergen en formas organizativas de la vida social, diferentes a las que dieron lugar a la democracia liberal.


			Coincidiendo con García Linera, a pesar de esta cualidad estructural de la sociedad boliviana, el Estado se presentó con una institucionalidad política no sólo monocultural, sino también mono-civilizatoria, lo que le impidió articular estructuralmente a las fuerzas sociales y lógicas organizativas que cohabitan en su territorio. Esto producía un desencuentro entre la institucionalidad del sistema político liberal, partidario y legal, y entre el enfrentamiento y asedio al gobierno, por el poder político real de los movimientos sociales y las organizaciones comunitarias y sindicales. Así, se muestra la distancia entre la lógica organizativa del Estado y la pluralidad de prácticas organizativas políticas de la sociedad. Por ello, el establecimiento del Estado liberal colonialista previo debió ser superado por una nueva institucionalidad.


			En este contexto, se sostiene que no existe una sola forma de ejercer ni de gestionar la política. La democracia liberal, individualista, competitiva, procesada por los partidos políticos es una forma de constitución de la ciudadanía y la democracia, correspondiente a sociedades que han pasado por una serie de de experiencias de individuación modernas. En Bolivia, en la mayoría de la población, existen otros hábitos y prácticas y modos comunitaristas de ejercicio de los derechos políticos y de responsabilidades públicas, en el mundo indígena urbano y rural.


			Estas prácticas están regidas por parámetros distintos a los liberales, pues son de tipo asambleístico; en principio han tenido una existencia preponderantemente local y regional. Pero al mismo tiempo, estos sistemas se han articulado en las últimas décadas en sistemas macro de democracia, tanto en el ámbito urbano como rural. Dichas experiencias han servido de antecedentes para pensar en ellas con una existencia regular y a escala nacional.


			En ese marco, la posibilidad de una real regulación política para una efectiva supresión de la estructura mono-organizativa del Estado, que sólo reconoce como únicas instituciones legítimas a las provenientes de la civilización dominante, pasa por un cambio institucional que habilite y permita legalmente el ejercicio de esas prácticas.


			Una igualdad política sustancial entre las diversas culturas e identidades requiere de una igualación de producción política en todos los niveles de la gestión gubernamental, lo que implica una equiparación de prácticas e instituciones políticas y de modos de ejercer la democracia, correspondientes a las distintas comunidades culturales y regímenes civilizatorios que coexisten en el territorio boliviano. Para ello, se requiere el reconocimiento constitucional de sistemas de conformación de autoridad, practicados por las comunidades campesinas ayllus y otros, a nivel de confederaciones y asociaciones.


			Así, un Estado interculturalizado implica el reconocimiento de múltiples mecanismos para entender y regular prácticas democráticas. Esto parece que finalmente está en proceso de construcción con la última reforma constitucional, cuya realización debió superar innumerables obstáculos establecidos por los grupos tradicionalmente dominantes.


			 Pero cabe preguntarse ¿se está llegando al punto de bifurcación? Siguiendo a García Linera en su discurso sobre «Cómo se derrotó al golpismo Cívico-Prefectural», de 2008, podemos decir que nombra dos necesidades urgentes del pueblo boliviano. En primer lugar, que se cierre el ciclo de la crisis estatal y que se permita la paulatina construcción de una nueva estructura estatal, que se estabiliza a partir de la constitucionalización de las instituciones, en correspondencia a la nueva correlación de fuerzas predominante en el campo político.


			Y en segundo lugar, el punto de bifurcación puede pensarse que inicia su construcción a partir del triunfo del MAS en un escenario de tensionamiento de fuerzas con los sectores más radicalmente opositores, el que García Linera ubica en setiembre y octubre del 2008.


			 Por ello, antes del análisis de la reforma constitucional, resulta pertinente dar cuenta de cómo se superó aquel golpismo cívico-prefectural, máximo tensionamiento de fuerzas en este período, finalmente controlado por el MAS.


			Frente a las transformaciones en curso, se organizó una fuerte resistencia en el bloque conservador que había estado anteriormente a cargo del Estado, el cual se organizó en comités cívicos regionales, y en Agosto y Septiembre del 2008 intentó crear en el Oriente un movimiento territorial que desconocía al gobierno constitucional. En ese marco destituyente plagado de violencia —en gran medida racial, el gobierno decidió realizar un referéndum que debía pronunciarse a favor de la revocación o de la ratificación de las autoridades políticas. Éste se realizó el 10 de Agosto de 2008, y su resultado fue contundente: Evo Morales y García Linera tuvieron una aprobación del 67% de los votos, más de dos tercios de los votos emitidos, que superó ampliamente el 54,7% del 2005.


			Quedó clara la legitimidad del gobierno, en tanto no sólo tenía el apoyo de indígenas y campesinos, que sumaron entre un 80 y un 90 % de votos en sus territorios, sino que también en las ciudades se obtuvo el 40% en Santa Cruz, el 80% en La Paz, el 84% en Potosí, el 50% en Tarija y el 54% en Pando, triunfando el gobierno en noventa y cinco de las ciento doce circunscripciones. Todo ello evidenció también el apoyo de las clases medias, de los estudiantes y profesionales. Ningún presidente había logrado esas cifras en toda la historia de Bolivia.


			La reacción de los Prefectos de Tarija, Pando, Santa Cruz y Beni, junto a los presidentes de los Comités Cívicos fue altamente violenta y destituyente: no escamotearon el uso de la violencia, la realización de actos terroristas contra instituciones del Estado, cortes de rutas, ataques contra medios de comunicación y recursos naturales, e incluso masacre de campesinos, así como un sinnúmero de actos violentos contra militantes del MAS.


			Estas autoridades, comités cívicos y empresarios, estuvieron dispuestos a atacar la democracia, asesinar a campesinos e indígenas y desconocer la legalidad, con el único objetivo de destituir al gobierno.


			Coincidimos con García Linera en el hecho de que cuatro factores impidieron el éxito de este intento golpista. En primer lugar, la firme decisión del gobierno, luego de soportar insolencias y agresiones, de expulsar al Embajador de Estados Unidos, Philip Goldberg (con un largo historial como impulsor de procesos separatistas) en el momento más álgido de realización del plan golpista, lo que desactivó y desestructuró el movimiento. Por otra parte, la declaración de Estado de sitio que debió ejercerse para frenar la violencia y masacre de campesinos, sobre todo en Pando, donde las Fuerzas Armadas tomaron rápidamente el control. El tercer factor fue la movilización social que se articuló luego de estas medidas, cuya mayor fuerza la desplegaron los indígenas y campesinos de Santa Cruz y más de treinta mil campesinos que marcharon desde distintas regiones para llegar a ese lugar. El último factor que posibilitó la defensa de la democracia fue la solidaridad de la comunidad internacional, sobre todo en el marco de la convocatoria a una reunión de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), realizada en Santiago de Chile, donde todos los países sudamericanos declararon la defensa unánime del gobierno democrático constitucional, legalmente establecido, y se repudió enfáticamente el golpe cívico prefectural.


			En síntesis, la superación exitosa de este momento de tensión permite fundamentar una de las dos bases constitutivas del punto de bifurcación.


			La reforma constitucional: Estado plurinacional, nueva democracia y ciudadanía


			Es conocido lo que significa una reforma constitucional en los procesos de transformaciones políticas, sociales y económicas: esto es, la plasmación jurídica suprema de las demandas colectivas de reformulación estatal. Frente a esta disyuntiva cabe realizar algunas reflexiones, dadas las particularidades de la reforma constitucional en Bolivia.


			La recepción del constitucionalismo moderno liberal, propio de las primeras constituciones luego de la independencia, parece obstaculizar o limitar la plasmación de respuestas a las nuevas demandas emergentes de procesos de cambios fundacionales, como en el caso de Bolivia. Esto se evidencia cuando el sentido de algunos de sus principios no puede dar cuenta de las nuevas realidades, como por ejemplo, una concepción paradigmática de este constitucionalismo que se vincula a la idea de la homogeneidad del pueblo de la nación. La igualdad se pensaba a partir de ese principio y no se podía concebir la igualdad en la diferencia. En ese sentido, se plasmaba una cultura oficial, considerada la más avanzada, apuntalada siempre en los valores de la modernidad liberal, mientras que otras propuestas eran consideradas inferiores. Por otra parte, la idea de soberanía popular, otro pilar del constitucionalismo tradicional, se interpretaba en términos del Estado de derecho que impone regularidades inflexibles tales como la concepción individual de los derechos, el gobierno representativo, la protección sólo de la propiedad individual, entre otros elementos constitutivos.


			En este sentido, coincidimos con Boaventura de Souza Santos en su idea de que en Europa este constitucionalismo fue producto de una emergencia de la sociedad civil, pero en Iberoamérica fue impuesto desde arriba por las minorías blancas que gestaron la independencia.


			Sin embargo, en el presente, se advierte la emergencia de un nuevo constitucionalismo en Latinoamérica, que asume la realidad de la plurinacionalidad y la pluriculturalidad, establecidas por primera vez en la reforma de de Colombia y que se ha profundizando en el cambio constitucional de Bolivia. Éste es un proceso complejo, no exento de riesgos, que recupera una demanda que ya estaba en la sociedad, aunque invisibilizada por el poder político


			Una de las cuestiones centrales de esta nueva propuesta es que presenta una geometría variable sin soluciones institucionales uniformes. En un Estado pueden convivir dos institucionalidades y, también, existir pluralismo jurídico. Por otro lado, se acepta la idea de una democracia intercultural con diferentes modos de deliberación democrática, con nuevas formas de generación de derechos colectivos. Una característica importante es que ya no se plantea la idea de progreso, donde unos están adelante de otros y los países «subdesarrollados» no pueden nunca presentar realizaciones más avanzadas, por ello aunque existen simultáneamente no son «contemporáneos», con la implicancia de superioridad que esto conlleva. Según Boaventura de Souza Santos, en la obra ya mencionada, el constitucionalismo intercultural y plurinacional está realizando, de diferentes maneras, «una equivalencia entre lo simultáneo y lo contemporáneo, cada uno a su manera pero contemporáneos al fin». 


			Por otra parte, se plantea otro tema central con el pluralismo jurídico, que consiste en una coexistencia de distintos tipo de derechos, por lo menos dos: uno eurocéntrico y otro indocéntrico, para lo cual hay que crear nuevas formas de convivencia a partir del reconocimiento recíproco en términos de igualdad del pluralismo jurídico y su permanencia en los mismos términos, acompañado de procedimientos democráticos y flexibles, y de la convivencia entre derechos individuales y colectivos.


			Finalmente, otra característica considerada fundamental por Boaventura de Souza Santos es que estas transformaciones se realizan con un constitucionalismo experimental, en tanto se trata de momentos fundacionales y esto permite mantener el poder constituyente en el pueblo, desdramatizar el abandono de algunas formas liberales y apelar a la soberanía popular para terminar con los problemas que se puedan producir por visiones contrapuestas.


			Gran parte de estas cuestiones afloraron inicialmente en la Convención Constituyente, y en el proceso de sanción de la constitución que se comienza por una ley especial de Convocatoria a la Asamblea Constituyente Nº 3364 en una de las primeras medidas que adoptó el nuevo gobierno el 6 de Mayo del 2006. La forma de elección de los convencionales constituyentes no estuvo exenta de disputas pero finalmente se realizó por voto individual y secreto el 2 de Julio del 2006.


			La plasmación del nuevo proyecto en el Texto Constitucional


			Del extenso conjunto de temas que plantea la nueva Constitución sólo tomaremos algunas referencias que implican nuevos aportes fuera de los marcos del constitucionalismo tradicional.


			En primer lugar, en el Preámbulo se hace referencia a un visón del mundo en la que «la sagrada Madre Tierra» está poblada «con rostros diferentes y comprendimos desde entonces la pluralidad vigente de todas las cosas y nuestra diversidad como seres y culturas». Aquí se plantea el reconocimiento de la diversidad como un principio constitutivo de la existencia humana, como reconocimiento del otro en igualdad en la diversidad, rompiendo con la idea de homogeneidad y de culturas superiores «tolerantes» con lo diferente-inferior. Así, se propone «un Estado basado en el respeto e igualdad entre todos» donde predomine «la búsqueda del vivir bien».


			 Suma qamaña (el vivir bien) en aymara significa un defensa de la vida frente a la depredación ambiental proveniente de la explotación productiva para satisfacer la acumulación de ganancias sin respetar la naturaleza. Se trata de un proyecto civilizatorio y cultural que integra propuestas sociales en armonía con la naturaleza y la comunidad, articulando formas de consumo y de comportamientos no degradantes que responden a una relación ética con la vida, desplegando tejidos sociales solidarios y complementarios (según fue explicitado por Raúl Prada en las discusiones del grupo de Trabajo de CLACSO).


			Dejamos en el pasado el Estado colonial, republicano y neoliberal. Asumimos el reto histórico de construir colectivamente el Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional Comunitario, que integra y articula los propósitos de avanzar hacia una Bolivia democrática, productiva, portadora e inspiradora de la paz, comprometida con el desarrollo integral y con la libre determinación de los pueblos. (Preámbulo de la Constitución Boliviana)


			Es una expresión muy clara del momento fundacional que implica la plasmación institucional de este nuevo Estado, que se instituye en reemplazo al antiguo, desde una interculturalidad emancipadora del proceso colonizador, planteando en su reemplazo el derecho a la libre determinación y autogobierno de las naciones y pueblos. Desde esa nueva mirada se recupera el Estado Social como portador de equidad. No es un retorno al pasado sino una forma de retomar un desarrollo civilizatorio bloqueado, recuperando sus principios aplicados al presente.


			En el análisis de la Primera Parte del texto constitucional debe destacarse el artículo 1 porque concentra la mayor potencialidad explicativa de lo que se entiende por la redefinición del Estado: 


			Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional Comunitario, libre independiente, soberano, democrático, intercultural, descentralizado, y con autonomías. Bolivia se funda en la pluralidad y el pluralismo político, económico, jurídico, cultural y lingüístico, dentro del proceso Integrador del país. (Art. 1 de la Constitución Boliviana)


			Para comprender la explicación de esta refundación del Estado es necesario vincular este artículo con el siguiente donde se hace referencia a la existencia pre-colonial de las naciones y pueblos indígenas y se garantiza su libre determinación y su derecho a la autonomía y al autogobierno, a su cultura y a la consolidación de sus autoridades territoriales.


			Así, vinculando estos dos primeros artículos con el Preámbulo, se advierte el eje central de la nueva constitución del Estado, su carácter plurinacional, ya que se reivindica la diversidad y su reconocimiento igualitario negado por el colonialismo. Por eso se revalorizan las luchas indígenas, las batallas por la independencia y la liberación, incluidas las más recientes, que desencadenaron el proceso de transformación. Es desde ese lugar de la autodeterminación que se pueden compatibilizar principios colectivos como la complementariedad y la solidaridad, la equidad, el respeto al pluralismo de todo tipo, con apelaciones a conceptos más europeos como el Estado social de Derecho, que es la forma más equitativa del Estado de derecho, lo cual implica a su vez que a pesar de los principios diferentes que se introducen en la construcción del Estado, éste constituye un sistema jurídico en cuya base se encuentra la constitución que regula todas las acciones estatales con carácter general y abstracto, con lo cual se mantiene la institucionalidad y la legalidad, aunque de otro tipo. La mención al Estado social se articula a la equidad y al compromiso de éste de asumir un conjunto de responsabilidades sociales, en un marco de referencia al carácter plurinacional y comunitario que se vincula a su implementación dentro del reconocimiento de paradigmas culturales comunitarios de ordenamiento político y autogobierno.


			Luego, en el artículo 3, se marca enfáticamente que la nación boliviana es plural, de allí la minuciosidad en la clasificación de la diversidad. También esa misma preocupación por la igualdad en la diversidad explica la extensa enumeración, en el artículo 5, de casi cuarenta idiomas oficiales además del castellano, correspondientes a las distintas naciones y pueblos, así como la obligatoriedad del empleo de esos idiomas, junto al castellano, según el uso de la población.


			Cuando se hace referencia a los principios, valores y fines del Estado (artículos 7 al 10) se destaca la consolidación del cambio, ya que se evidencia los valores del nuevo bloque de poder y de un nuevo horizonte de creencias.


			La soberanía reside incuestionablemente en el pueblo boliviano, y éste comprende a las comunidades y naciones indígenas, aunque estos sujetos colectivos requieren una instancia de articulación mayor a todos, que es el Estado plurinacional, como condición de posibilidad de cada uno.


			Sin embargo, el interrogante, en una soberanía tradicional, es a quién le corresponde la capacidad última de decisión en un conflicto. Esto resulta particularmente relevante, en la participación de las comunidades en la toma de decisiones en el territorio, y en la codecisión en el conjunto del Estado. Coincidiendo con Tapia, afirmamos que se trata de otro tipo de politicidad que se activa para moverse contra aquella característica del gobierno del Estado Nacional de origen más o menos colonial, contra la persistencia de formas neocoloniales de organización de la vida política, social y económica. Por eso, entiende el autor que es otro tipo de democracia, que cuestiona el modo en el que ésta se desempeña en el seno del Estado representativo, a través del sistema de partidos. La estructura comunitaria de asamblea se acerca más a la originaria democracia de la polis, aunque con algunas diferencias. Es así que ponen en crisis el poder estatal respecto al cual exigen que se los incluya de manera igualitaria, cuestionando las consideradas «estructuras neocoloniales». No se busca sólo la inclusión igualitaria en el seno de la cultura históricamente dominante, sino una democratización entre sociedades culturalmente diferentes. 


			La fuerza transformadora de los movimientos sociales indígenas en Bolivia surge de la articulación entre movimientos societales y movimientos sociales que formulan dos tipos de cuestionamientos estructurales: aquellos de exclusión, fruto de las políticas neoliberales, y aquellos ligados a las estructuras de discriminación colonial o neocolonial. Esto se diferencia de otros proyectos realizados por criollos y mestizos, en los que se buscaba invisibilizar al indígena, mestizándolo o reduciéndolo a representante de una etnia distinta, dentro de un Estado monocultural.


			El artículo 11, que hace referencia a la forma de gobierno, es muy significativo. Aquí se constata que la democracia puede ser representativa y participativa, que son las modalidades universalmente contempladas en las constituciones liberales, pero también se recepta la participación comunitaria según las normas y procedimientos propios de las naciones y pueblos indígenas y se deja constancia de la equivalencia de condiciones entre hombres y mujeres. La forma comunitaria nos hace salir del individualismo y la libertad negativa liberal, en cuyo marco el otro es el obstáculo o límite del propio despliegue individual irrestricto. Por el contrario, en el horizonte indígena comunitario, el otro es condición de posibilidad de la propia realización. En este marco, el constituyente del MAS, Raúl Prada, entiende que la representación se abre a distintas formas, directa y participativa, por voto universal y comunitario de acuerdo a las normas y procedimientos de las comunidades, y por ello este universo representativo se condice con el pluralismo de formas de representación y con la diversidad de sujetos. Así, la democracia comunitaria retoma la forma primordial de deliberación: la asamblea y la democracia ya no son de unos pocos sino de todos.


			En cuanto a la legitimidad de estas nuevas formas democráticas, y partiendo del giro epistémico intercultural y descolonizado propuesto en el texto constitucional, es posible construir marcos de análisis desde la diferencia que permite vincular la representación comunitaria a los aportes analíticos de la democracia de «autorepresentación» que posiblemente ofrecen, distinto a los marcos de la democracia liberal, el empoderamiento de las comunidades y los movimientos sociales, y pueden articularse con políticas estatales orientadas a la satisfacción de las demandas populares. Se trataría de una democracia que en principio está motorizando una mayor participación. En ese marco, la voluntad popular define el nivel de equidad y de moralidad de las decisiones tomadas. Se trataría de una prevalencia de la Soberanía Popular sobre el Estado de Derecho y la legalidad liberal que, para la democracia liberal, es el criterio infranqueable de toda decisión.


			Estas diferentes realizaciones políticas no son contrarias a la democracia, sino que permiten instrumentar un modelo de democracia alternativa a la liberal, ya que vincula la movilización popular al logro de objetivos que pueden desestructurar el poder establecido y los valores que lo legitiman. Permite, también, formular transformaciones socio-políticas y económicas que los marcos procedimentales prevalecientes en la democracia liberal no autorizan. Por ello, para el reaseguro de la permanencia de las transformaciones logradas, se requiere la modificación de las constituciones, incorporando nuevos marcos legales y procedimentales que expresen las realidades regionales, aunque no se ajusten al paradigmático constitucionalismo liberal. 


			En cuanto al Título II sobre Derechos Fundamentales y Garantías, se destaca que en el artículo 13 éstos se describen como inviolables, universales, interdependientes, indivisibles y progresivos. No se establecen jerarquías, a diferencia de gran parte de las interpretaciones liberales de los derechos constitucionales. Se rechaza todo tipo de discriminación y se garantizan los derechos sociales, cuestión no usual en el constitucionalismo tradicional. En ese marco se incluyen, entre otros, el derecho al agua, a la alimentación, a la salud, al hábitat, al acceso universal a los servicios básicos. En relación a los civiles, además de los tradicionales se destaca «la autoidentificación cultural», y en cuanto a las garantías en materia política, se enfatizan con particular relevancia los derechos de las naciones y pueblos indígenas. También, entre las posibilidades de participación política, en el artículo 26 y subsiguientes se incluyen la fiscalización y elección de las autoridades mediante los usos y costumbres.


			Especial relevancia reviste la efectiva realización de los derechos colectivos de las naciones y pueblos indígenas originarios campesinos. Estos se definen como «toda la colectividad humana que comparta identidad cultural, idioma, tradición histórica, instituciones, territorialidad, y cosmovisión, cuya existencia es anterior a la invasión colonial española» (artículo 30).


			En la extensa exposición de derechos colectivos se destacan la identidad cultural, la libre determinación y la territorialidad, el ejercicio de sus sistemas políticos, jurídicos y económicos de acuerdo a su cosmovisión y en especial resalta la exigencia de consulta previa sobre alguna acción del Estado que pueda afectarlos. Por otro lado, dentro del conjunto de derechos constitucionalizados, se destaca el aseguramiento de la propiedad privada o colectiva, siempre que cumpla una función social.


			En cuanto a la protección de la diversidad cultural en igualdad de condiciones, se refuerza en el artículo 78 referido a la educación y en el Artículo 98 vinculado a la cultura. Las acciones de defensa de derechos son amplias, entre ellas se destaca la Acción Popular (artículos 135 y 136) que puede formularse contra autoridades o personas individuales o colectivas que vulneren los derechos de todos.


			En la segunda parte de la Constitución, referida a la estructura y organización funcional del Estado, merece destacarse el capítulo cuarto en sus artículos 190, 191 y 192, en los que se establece la Jurisdicción Indígena originaria campesina, reiteradamente exigida por movimientos indígenas campesinos. La existencia del pluralismo jurídico constituye todo un desafío, ya que complejiza la administración de justicia.


			Otro tema importante que generó discusión es el que se refiere a las autonomías y se encuentra en la tercera parte de la Constitución, referida a la estructura y organización territorial del Estado. Tal como han quedado plasmadas, se pueden diferenciar las autonomías departamentales de las autonomías indígenas. Con respecto a las primeras, si bien el texto constitucional reconoce el régimen autonómico municipal, en los hechos hay un importante recorte de prerrogativas, sobre todo en la función legislativa, lo que en el fondo se orienta a limitar y circunscribir el poder de los grupos cívicos regionales y empresariales que protagonizaron la rebelión y el intento golpista.


			Las autonomías indígenas originarias campesinas tienen un régimen especial que las distingue claramente de las departamentales, sobre todo en lo referido al autogobierno y la autodeterminación. En este sentido, son «la expresión del derecho al autogobierno como ejercicio de la autodeterminación de las naciones y pueblos indígena-originarios, y las comunidades campesinas, cuya población comparte territorio, cultura, historia, lenguas y organización o instituciones jurídicas, políticas, sociales y económicas propias.»8


			En ese marco, sus órganos de poder responden a sus propias normas, instituciones, autoridades y procedimientos, siempre en armonía con la Constitución. Son cualitativamente diferentes a las autonomías departamentales y municipales porque implican una dimensión clara de autogobierno y autodeterminación, que será ejercida a partir de las identidades propias de las poblaciones indígenas. No están exentas del peligro de generar contradicciones o entrar en conflicto con las instancias unitarias de autoridad. Por ello, si se entiende a la autonomía como la capacidad de tomar decisiones de manera vinculante, estaría todavía en disputa su verdadera realización. En ese marco, Del Campo García sostiene: «lo que no está incluido es un conjunto de elementos importantes que haría el aterrizaje del reconocimiento de la autonomía indígena, que es la idea de la consulta vinculante sobre la exploración y explotación de recursos naturales y la idea de codecidir sobre el destino, tampoco está la idea de veto».9 Así, según entiende esta autora «en el sentido planteado por el autor, la autonomía implica poder de decisión y capacidad de autodeterminación y esto no se estaría dando. En los hechos, esto funcionaba así, sólo que por medio de bloqueos y rebeliones, cuando pudiera haber sido parte de las normas estatales, neutralizando la conflictividad estructural del Estado.» 10


			La cuestión central —que ha producido un enfrentamiento entre el gobierno y algunos movimientos que pertenecían al bloque oficialista— es aquella conocida como «el conflicto del Tipnis». En agosto del 2008 la agencia estatal Administradora Boliviana de Carreteras licitó por cuatrocientos cincuenta millones de dólares a la empresa constructora OAS la realización de las obras de la carretera Villa Tunuri-San Ignacio de Moxos, de trescientos sesenta kilómetros, que unía los departamentos de Cochabamba y del Beni. Para el gobierno era la concreción de un anhelo en un país que apenas si tenía infraestructuras viales e integración regional, y también permitía asentar la presencia del gobierno central en una región fuertemente hostil, ganar control en las regiones fronterizas y permitir la circulación de productos en esa región, rompiendo el monopolio de las élites ganaderas. En sus comienzos, este conflicto pasó inadvertido porque se encontraba en |su peor momento la disputa entre el gobierno central y la derecha regionalista del oriente del país. Pero ya el 15 de Agosto de 2011 una marcha de aproximadamente quinientas personas se dirigió hacia La Paz para reclamar al gobierno nacional que en su tramo II la carretera no atravesara el territorio indígena Isidoro Sécure (TIPNIS). Este conflicto produjo la ruptura del Pacto de Unidad y hubo un reposicionamiento de antiguos aliados a favor y en contra del gobierno —algunos incluso produjeron un cambio de lealtades en el transcurso del proceso. En ese contexto, se advierten dos cuestiones conflictivas: en primer término, la tensión entre las facultades de las comunidades de decidir de forma vinculante en ciertas cuestiones, frente al poder unitario del Estado, y en segundo término, una divergencia entre las percepciones más neodesarrollistas-productivistas enfrentadas a otro modelo de construcción de la convivencia, asentado en un principio central, esgrimido por las comunidades indígenas y plasmado constitucionalmente en «el vivir bien» que resume el sentido de toda una cosmovisión, ya explicitada anteriormente.


			En definitiva, en este proceso se han destacado las reformas de las estructuras institucionales previas que imposibilitaban la expresión plural y de autodeterminación de las mayorías excluidas, y se visualizan las actuales transformaciones como un proceso de descolonización constitucional, uno de los acontecimientos más relevantes de los últimos años en la región. A su vez, esta nueva propuesta no está exenta de conflictos y cuestionamientos por quienes originariamente formaban parte de sus apoyos. En este sentido, la concepción de un Estado plurinacional tiene el desafío de poder inscribir las condiciones plurales de las diversas formas de vida y de culturas que conviven en una diversidad de idiomas, costumbres, tradiciones, cosmovisiones y estructuras de socialización. Es evidente que esto puede alcanzarse, ya que esta Constitución no homogeniza la imposición de un discurso universalista, sino que postula un proyecto que pretende sostener la unidad en la diversidad, con todos los problemas que eso conlleva.
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